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ACLARATORIA.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la aclaratoria solicitada a fs. 73. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la aclaratoria, si el pedido en análisis no se orienta en ninguno de los 
sentidos expresamente mencionados en esa norma, sino que entraña, más bien, un pedido de explicaciones al 
Tribunal con relación a ciertos aspectos de la motivación del fallo, silo decidido ha sido suficientemente claro 
y se deriva en forma diáfana de sus considerandos. 
           La aclaratoria es un remedio especialmente destinado a corregir las deficiencias de la parte dispositi-
va de la decisión judicial. 
           Todo pedido de aclaratoria o rectificación conlleva como finalidad, a tenor de lo dispuesto por la 
citada norma, corregir cualquier error material, aclarar algún concepto oscuro sin alterar lo sustancial de la 
decisión, o subsanar alguna omisión de la sentencia mediante un trámite breve y simple, pues la misión del 
tribunal consiste, en este sentido, en enmendar, aclarar y suplir omisiones siempre que ello no importe una 
modificación esencial.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano,  Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “QUIROGA, WALTER RICARDO – RECURSO DE INCONSTITUCIONALI-
DAD” (Expte. Nº CJS 35.141/11)(Tomo 178:4 31/434 – 30/julio/2013) 
 
COMPETENCIA PENAL. Competencia en razón de la materia, delitos de severidades, vejaciones, apre-
mios ilegales; agravantes. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para entender 
en la presente causa.  
DOCTRINA: Si el Agente Fiscal ha modificado, "precisado", posteriormente su requerimiento agravando 
la figura base del delito investigado, circunscribiendo la competencia jurisdiccional al Juez de Instruc-
ción, no puede perderse de vista que ese dictamen -como representación del gobierno de la acción- integra 
una órbita de atribuciones discrecionales que resultan intangibles para el juez en tanto se ejerzan con sujeción 
a los parámetros legales que condicionan su validez. Encontrándose en juego garantías constitucionales co-
mo el debido proceso -esencialmente el juez natural- y el derecho de defensa, limitada la órbita fáctica 
de la actividad jurisdiccional por los hechos contenidos en el requerimiento fiscal y siendo posible la falta 
de sujeción de éste a los parámetros legales que condicionan su validez, la Corte tiene facultades para dirimir 
conflictos de competencia de acuerdo a los antecedentes fácticos y jurídicos del caso y determinar a que juez 
le corresponde juzgar el hecho. Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo 
con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apre-
ciarse "prima facie". 

Si bien los tipos previstos en los incs. 2- y 3S del art. 144 bis del Código Penal tienen notorias simi-
litudes, presentan diferencias específicas que imponen la necesidad de distinguirlos. Ambos toman en cuen-
ta ciertos procedimientos, ya sean severidades, vejaciones o apremios, que atacan, por la mortificación que 
imponen, la libertad del sujeto pasivo manifestada en su derecho a no sufrir tales procedimientos de parte 
de quienes tienen en sus manos el poder que les otorga la función pública que desempeñan, o a no ver 
agravada con ellos la privación de libertad que ya sufren. Sujeto activo del delito previsto en el inc. 22 del 
art. 144 bis del C.P. puede ser cualquier funcionario público que se encuentre desempeñando actos de ser-
vicio, mientras sujeto activo del delito del inc. 3S únicamente puede ser el funcionario público que guarde 
personas privadas de su libertad. El carácter de funcionario público es requisito para incurrir en alguno de 
estos tipos pero, no toda infracción cometida por funcionario público -particularmente de las fuerzas de 



seguridad-automáticamente configura estos delitos. Sujeto pasivo, por su parte, del delito del inc. 2- puede 
ser cualquier persona y del inc. 3S sólo aquéllas privadas de su libertad. En lo que respecta a las acciones 
típicas, las vejaciones y los apremios ilegales se presentan como medio comisivo en los dos incisos, mien-
tras que las severidades son exclusivas del tercero. Se trata de delitos con pluralidad de hipótesis, sin que 
la concurrencia de más de una en un mismo contexto -sea el del inc. 2- o el del inc. 3- - agrave la imputa-
ción delictiva. Las vejaciones son "los tratamientos mortificantes para la personalidad, por indecorosos, 
agraviantes o humillantes", que pueden traducirse en "actos materiales, en exigencias, incluso resistidas 
que causen pesadumbre o molestias, o en palabras" tienen generalmente el fin en si mismas, que podría 
ser comprendido por el término castigar. Las severidades son tratos ilegales rigurosos y ásperos, consisten-
tes en atentados personales, particulares modos de colocación o mantenimiento de los presos o restric-
ciones ilegales. Tales son los castigos corporales, el cepo, la privación de alimentos o derechos. Los apre-
mios han sido señalados como aquellos que persiguen que se haga o diga algo, puesto que apremiar significa 
oprimir, apretar, compeler u obligar a uno a que haga alguna cosa. Pueden configurar severidades o veja-
ciones, pero también pueden consistir en exigencias menores, como la amenaza o inclusive la orden 
imperativamente dada. En virtud del último párrafo del art. 144 bis del C.P., la pena contemplada para 
ambos delitos se agrava si concurrieren algunas de las circunstancias enumeradas en los inc. I9,22, 3S y 58 del 
art. 142. Entre ellas, merece especial mención la circunstancia de uso de violencia -sea física o moral- conteni-
da en el inc. le del mencionado artículo, en torno a la cual, parecería creerse que nunca puede concurrir 
por encontrarse ínsita o presente en las acciones típicas de la figura base. Las hipótesis comisivas admiten 
múltiples formas de materialización que importan, en algunos casos el uso de violencia y en otros no. Tal 
es el temperamento que adopta el Código al distinguir las penas por la concurrencia o no de esta causal. 
De entenderse que la violencia necesariamente se presenta en la figura base, la coexistencia del agravante 
importaría someter el hecho, por imperativo legal, a una doble infracción contradiciendo el sistema penal 
argentino y lesionando garantías de raigambre constitucional. En cuanto al agravante de resultado de grave 
daño a la persona, previsto en el art. 142 bis inc. 32, en orden al bien jurídico protegido, el daño como 
agravante específico es el que surge como consecuencia del ataque a la libertad que implica el delito. Sin 
perjuicio de la solución sobre el concurso, puede afirmarse que el empleo de violencia física resulta en alto 
grado de probabilidad, cuando aparecen lesiones leves a la par de las vejaciones, los apremios o las severi-
dades, por tener aquellas como causa necesaria el desarrollo de éstas, configurando la hipótesis el agravan-
te previsto en el inc. I9) del art. 142. Si la cuestión de competencia se suscitó en razón de la materia, discre-
pando los juzgados sobre la aplicación al caso de la causal de agravamiento del delito de apremios ilegales, 
que fuera concretamente postulada en un nuevo requerimiento fiscal, el conflicto de competencia es facti-
ble de ser resuelta con fruto de la labor y del esfuerzo del magistrado, reflejado en la evolución del pro-
ceso, y basado en elementos tangibles, los cuáles no sólo servirán de fundamento cierto para el despla-
zamiento de su competencia, sino que, además, por su firmeza e innegable inherencia con la realidad de 
los hechos, producirá seguramente, que el mismo no sea controvertido por su par a quién le sea remitida la 
causa en función a la pena del delito, lográndose, finalmente así, asumir la conducción del proceso su justo 
titular, merced a la decantación producida en base a elementos de hechos y estructuras jurídicas sólidas, 
fruto del avance hacia la resolución de la causa, fin superior e impostergable de todo proceso. En el estadio 
inicial del proceso, apareciendo como posible el empleo de violencia o de otra de las agravantes, no puede 
perderse de vista la regla del art. 32 del C.P.P., sin perjuicio de que, al avanzar la investigación, seguramente 
esa calificación primera se irá perfeccionando en mérito a las probanzas producidas. Las cuestiones de 
competencia tornan como necesaria implementación del sistema penal mixto imperante en la provincia, la adecua-
ción de las normas de rito al ejercicio de la prestación del servicio de justicia y en cabeza de sus titulares, tratando 
de preservar principios constitucionales como la defensa en juicio, sin desmerecer la economía procesal. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C PERSONAL POLICIAL POR APREMIOS ILEGALES A VARGAS 
FLORES, HEBER JESÚS – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº 
CJS 35.379/12)(Tomo 178: 209/214 – 29/julio/2013) 
 
COMPETENCIA PENAL. Competencia en razón de la materia, delitos de severidades, vejaciones, apre-
mios ilegales; agravantes. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir 
en la presente causa. 
DOCTRINA: Si el Agente Fiscal ha modificado, "precisado", posteriormente su requerimiento agravando 
la figura base del delito investigado, circunscribiendo la competencia jurisdiccional al Juez de Instruc-
ción, no puede perderse de vista que ese dictamen -como representación del gobierno de la acción- integra 
una órbita de atribuciones discrecionales que resultan intangibles para el juez en tanto se ejerzan con sujeción 
a los parámetros legales que condicionan su validez. Encontrándose en juego garantías constitucionales co-
mo el debido proceso -esencialmente el juez natural- y el derecho de defensa, limitada la órbita fáctica 
de la actividad jurisdiccional por los hechos contenidos en el requerimiento fiscal y siendo posible la falta 
de sujeción de éste a los parámetros legales que condicionan su validez, la Corte tiene facultades para dirimir 



conflictos de competencia de acuerdo a los antecedentes fácticos y jurídicos del caso y determinar a que juez 
le corresponde juzgar el hecho. Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo 
con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apre-
ciarse "prima facie". 

Si bien los tipos previstos en los incs. 2- y 3S del art. 144 bis del Código Penal tienen notorias simi-
litudes, presentan diferencias específicas que imponen la necesidad de distinguirlos. Ambos toman en cuen-
ta ciertos procedimientos, ya sean severidades, vejaciones o apremios, que atacan, por la mortificación que 
imponen, la libertad del sujeto pasivo manifestada en su derecho a no sufrir tales procedimientos de parte 
de quienes tienen en sus manos el poder que les otorga la función pública que desempeñan, o a no ver 
agravada con ellos la privación de libertad que ya sufren. Sujeto activo del delito previsto en el inc. 22 del 
art. 144 bis del C.P. puede ser cualquier funcionario público que se encuentre desempeñando actos de ser-
vicio, mientras sujeto activo del delito del inc. 3S únicamente puede ser el funcionario público que guarde 
personas privadas de su libertad. El carácter de funcionario público es requisito para incurrir en alguno de 
estos tipos pero, no toda infracción cometida por funcionario público -particularmente de las fuerzas de 
seguridad-automáticamente configura estos delitos. Sujeto pasivo, por su parte, del delito del inc. 2- puede 
ser cualquier persona y del inc. 3S sólo aquéllas privadas de su libertad. En lo que respecta a las acciones 
típicas, las vejaciones y los apremios ilegales se presentan como medio comisivo en los dos incisos, mien-
tras que las severidades son exclusivas del tercero. Se trata de delitos con pluralidad de hipótesis, sin que 
la concurrencia de más de una en un mismo contexto -sea el del inc. 2- o el del inc. 3- - agrave la imputa-
ción delictiva. Las vejaciones son "los tratamientos mortificantes para la personalidad, por indecorosos, 
agraviantes o humillantes", que pueden traducirse en "actos materiales, en exigencias, incluso resistidas 
que causen pesadumbre o molestias, o en palabras" tienen generalmente el fin en si mismas, que podría 
ser comprendido por el término castigar. Las severidades son tratos ilegales rigurosos y ásperos, consisten-
tes en atentados personales, particulares modos de colocación o mantenimiento de los presos o restric-
ciones ilegales. Tales son los castigos corporales, el cepo, la privación de alimentos o derechos. Los apre-
mios han sido señalados como aquellos que persiguen que se haga o diga algo, puesto que apremiar significa 
oprimir, apretar, compeler u obligar a uno a que haga alguna cosa. Pueden configurar severidades o veja-
ciones, pero también pueden consistir en exigencias menores, como la amenaza o inclusive la orden 
imperativamente dada. En virtud del último párrafo del art. 144 bis del C.P., la pena contemplada para 
ambos delitos se agrava si concurrieren algunas de las circunstancias enumeradas en los inc. I9,22, 3S y 58 del 
art. 142. Entre ellas, merece especial mención la circunstancia de uso de violencia -sea física o moral- conteni-
da en el inc. le del mencionado artículo, en torno a la cual, parecería creerse que nunca puede concurrir 
por encontrarse ínsita o presente en las acciones típicas de la figura base. Las hipótesis comisivas admiten 
múltiples formas de materialización que importan, en algunos casos el uso de violencia y en otros no. Tal 
es el temperamento que adopta el Código al distinguir las penas por la concurrencia o no de esta causal. 
De entenderse que la violencia necesariamente se presenta en la figura base, la coexistencia del agravante 
importaría someter el hecho, por imperativo legal, a una doble infracción contradiciendo el sistema penal 
argentino y lesionando garantías de raigambre constitucional. En cuanto al agravante de resultado de grave 
daño a la persona, previsto en el art. 142 bis inc. 32, en orden al bien jurídico protegido, el daño como 
agravante específico es el que surge como consecuencia del ataque a la libertad que implica el delito. Sin 
perjuicio de la solución sobre el concurso, puede afirmarse que el empleo de violencia física resulta en alto 
grado de probabilidad, cuando aparecen lesiones leves a la par de las vejaciones, los apremios o las severi-
dades, por tener aquellas como causa necesaria el desarrollo de éstas, configurando la hipótesis el agravan-
te previsto en el inc. I9) del art. 142. Si la cuestión de competencia se suscitó en razón de la materia, discre-
pando los juzgados sobre la aplicación al caso de la causal de agravamiento del delito de apremios ilegales, 
que fuera concretamente postulada en un nuevo requerimiento fiscal, el conflicto de competencia es facti-
ble de ser resuelta con fruto de la labor y del esfuerzo del magistrado, reflejado en la evolución del pro-
ceso, y basado en elementos tangibles, los cuáles no sólo servirán de fundamento cierto para el despla-
zamiento de su competencia, sino que, además, por su firmeza e innegable inherencia con la realidad de 
los hechos, producirá seguramente, que el mismo no sea controvertido por su par a quién le sea remitida la 
causa en función a la pena del delito, lográndose, finalmente así, asumir la conducción del proceso su justo 
titular, merced a la decantación producida en base a elementos de hechos y estructuras jurídicas sólidas, 
fruto del avance hacia la resolución de la causa, fin superior e impostergable de todo proceso. En el estadio 
inicial del proceso, apareciendo como posible el empleo de violencia o de otra de las agravantes, no puede 
perderse de vista la regla del art. 32 del C.P.P., sin perjuicio de que, al avanzar la investigación, seguramente 
esa calificación primera se irá perfeccionando en mérito a las probanzas producidas. Las cuestiones de 
competencia tornan como necesaria implementación del sistema penal mixto imperante en la provincia, la adecua-
ción de las normas de rito al ejercicio de la prestación del servicio de justicia y en cabeza de sus titulares, tratando 
de preservar principios constitucionales como la defensa en juicio, sin desmerecer la economía procesal. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano,  Cornejo, Díaz, Posadas, Ferraris, Kauffman, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C UN TAL OFICIAL SÁNCHEZ DE LA COMISARÍA Nº 42 POR APRE-
MIOS ILEGALES AGRAVADOS POR EL USO DE VIOLENCIA A ROMERO, YESI-
CA DEL MILAGRO – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 



35.405/12)(Tomo 178: 445/450 – 30/julio/2013) 
 
COMPETENCIA PENAL. Competencia material, juzgados correccionales. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir 
en la presente causa.  
DOCTRINA: La incompetencia en razón de la materia debe ser declarada en cualquier estado del proceso. 
    A los tribunales de competencia más amplia les ha sido conferida la posibilidad de efectuar califica-
ciones jurídicas que coinciden con la competencia de los de atribuciones más restringidas, posibilidad que no 
les ha sido otorgada a estos últimos. 
 Corresponde que la causa tenga la debida continuidad, considerando la calificación asignada al pre-
sunto hecho delictivo, y lo expresamente dispuesto por los artículos 30 y 32 del Código Procesal Penal (texto 
según Ley 6345 y modificatorias), toda vez que un juzgado correccional no puede conocer ni juzgar aquellos 
delitos cuya pena exceda la competencia material que tiene asignada conforme al artículo 27 del citado Códi-
go Procesal Penal, a diferencia de las cámaras en lo criminal. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C AYLÁN, GUSTAVO; CANCINO, ANÍBAL POR APREMIOS ILEGA-
LES A TOLAY, MIGUEL ALBERTO – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETEN-
CIA” (Expte. Nº CJS 35.494/12) (Tomo 178:  239/244 – 29/julio/2013) 
 
COMPETENCIA PENAL. Competencia material, juzgados correccionales. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir 
en la presente causa.  
DOCTRINA: Los juzgados correccionales y de garantías no pueden juzgar delitos cuya pena exceda la com-
petencia material que les ha sido asignada por el (texto según Ley 6345 y modificatorias).  
           A los tribunales de competencia más amplia les ha sido conferida la posibilidad de efectuar califica-
ciones jurídicas que coinciden con la competencia de los de atribuciones más restringidas, posibilidad que no 
les ha sido otorgada a estos últimos. 
 Corresponde que la causa tenga la debida continuidad, considerando la calificación asignada al pre-
sunto hecho delictivo, y lo expresamente dispuesto por los artículos 30 y 32 del Código Procesal Penal (texto 
según Ley 6345 y modificatorias), toda vez que un juzgado correccional no puede conocer ni juzgar aquellos 
delitos cuya pena exceda la competencia material que tiene asignada conforme al artículo 27 del citado Códi-
go Procesal Penal, a diferencia de las cámaras en lo criminal. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C LESCANO, FERNANDO WALTER; CANCINO, CRISTIAN; PERSO-
NAL POLICIAL A ESTABLECER – APREMIOS ILEGALES AGRAVADOS POR EL 
USO DE VIOLENCIA – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº 
CJS 35.401/12) (Tomo 178:  199/204 – 29/julio/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Enemistad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 97 por el Señor Juez de Corte Dr. Abel 
Cornejo. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca una enemistad manifiesta con el 
letrado apoderado del querellante, porque ello constituye una circunstancia objetiva prevista en el art. 51 inci-
so 11 del Código Procesal Penal. 
           Constituye un imperativo para el juez apartarse del conocimiento de todo pleito respecto de cuyo 
objeto, o de sus partes, no puede actuar con plena garantía de imparcialidad e independencia que requiere su 
actividad jurisdiccional. Ello tiende a asegurar la más absoluta imparcialidad en los encargados de administrar 
justicia y hacer insospechables, en ese sentido, las decisiones judiciales 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Catalano, Díaz, Ferraris, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli  CAU-
SA: “QUERELLA POR INJURIAS INTERPUESTA POR EL SR. TORINO DANTUR, 
MARCELO DAVID EN CONTRA DE MARTÍN GRANDE DURAND - RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. N° CJS 35.684/12)(Tomo 178: 741/744 – 09/agosto/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 66 por el Sr. Juez de Corte Dr. Gustavo 
Adolfo Ferraris, para intervenir en autos 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación solicitada por el Magistrado, si el motivo invocado constitu-
ye una situación de violencia moral prevista en el artículo 51 inc. 13 del Código Procesal Penal -texto según 
Ley 6345 y modificatorias-. 



           La salvaguarda del derecho constitucional a ser oído por un tribunal competente e imparcial, estable-
cido en el artículo 8º inc. 1º del Pacto de San José de Costa Rica, norma de rango superior por vigencia del 
artículo 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, conduce a interpretar razonablemente las normas relativas a la 
inhibición de magistrados y funcionarios, de manera que las situaciones invocadas por aquellos aún cuando 
trasciendan los estrechos límites trazados por la reglamentación contenida en las normas procesales, dan lugar 
a su apartamiento. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz,  Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli  CAU-
SA: INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA EN LA CAUSA Nº 
17.255/11 “C/C SALTO, ISIDORA; GUTIÉRREZ CONDE, RICARDO; ROJAS, SILVIA 
LUCRECIA2 - RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº 
CJS 35.832/12) (Tomo 178: 1057/1062 – 20/agosto/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 56 por el Sr. Juez de Corte Dr. Gustavo 
Adolfo Ferraris para intervenir en autos. 
 DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que se excusa invocando violencia moral, si 
reconoce motivos claramente expresados e individualizados que justifican razonablemente su apartamiento, 
para asegurar el debido proceso y la recta administración de justicia. 
            La salvaguarda del derecho constitucional a ser oído por un tribunal competente e imparcial, estable-
cido en el artículo 8º inc. 1º del Pacto de San José de Costa Rica, norma de rango superior por vigencia del 
artículo 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, conduce a interpretar razonablemente las normas relativas a la 
inhibición de magistrados y funcionarios, de manera que las situaciones invocadas por aquellos aún cuando 
trasciendan los estrechos límites trazados por la reglamentación contenida en las normas procesales, dan lugar 
a su apartamiento. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffam,  Posadas, Samsón   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C PUENTES, ROBERTO RUFINO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD” 
(Expte. Nº CJS 35.529/12 (Tomo 178:83/88 – 29/julio/2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Extemporaneidad, aplicación de la ley procesal 
penal; ley más benigna.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación inter-
puesto a fs. 2/6. 
DOCTRINA: No corresponde hacer lugar a la queja deducida contra la resolución que denegó por extem-
poráneo el recurso de casación, fundada en la vulneración del principio de aplicación de la ley más benigna, 
pues la ley procesal rige, como principio, para las situaciones existentes desde el momento de su dictado o 
según lo que dispongan las normas específicamente establecidas al regular la sucesión de leyes adjetivas, en 
razón de que la retroactividad que prohíbe el artículo 18 de la Constitución Nacional es solamente la que 
podría resultar de la aplicación de las leyes de naturaleza penal, según se infiere claramente de los términos de 
la mentada cláusula constitucional. 
           Las normas de naturaleza procesal resultan de aplicación inmediata a los procesos en trámite, encon-
trando única excepción en la expresa decisión de la ley sobreviniente, o en los casos en que dicha aplicación 
afecte la validez de actos procesales cumplidos y firmes bajo la vigencia de la normativa abrogada. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C LIENDRO, CÉSAR LÁZARO; LIENDRO, WALTER HORACIO – QUE-
JA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO” (Expte. Nº CJS 36.079/12)(Tomo 178: 
989/994 – 16/agosto/2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Falta de fundamentación. Recurso firmado sólo 
por el letrado; acto inexistente. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado interpuesta a 
fs. 34/35 vta.  
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja contra la resolución que declaró jurídicamente inexistente el 
recurso de casación planteado, por encontrarse el escrito de interposición firmado únicamente por el letrado, 
si los fundamentos dados por la parte resultan insuficientes, en tanto es esencial que la queja contenga claros 
argumentos convincentes de la insuficiencia de los motivos esgrimidos por el tribunal al clausurar la viabili-
dad del recurso. 
    El escrito de interposición de un recurso firmado únicamente por el letrado constituye un acto jurídi-
camente inexistente, insusceptible de convalidación. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “SORUCO, ALDO ALFREDO Y EN REPRESENTACIÓN DE THELMA NA-



TALIA ELIZABETH SORUCO – INCIDENTE DE ACTORÍA CIVIL – QUEJA POR 
REC. DE CASACIÓN DENEGADO” (Expte. Nº CJS 36.470/13) (Tomo 178: 679/684 – 
07/agosto/2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Improcedencia. Incumplimiento de los recaudos 
previstos en la Acordada 11.224. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 
26/28 vta. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja, si el quejoso omitió acompañar la copia pertinente de la 
cédula o constancia de su notificación de la resolución que le denegó el recurso de casación, recaudo previsto 
en el apartado I, punto 7 de la Acordada 11224 que precisó los recaudos necesarios que deben contener los 
escritos mediante los cuales se interpone la queja en el proceso penal, pues al no surgir de los autos la fecha 
en que se notificó de tal resolución denegatoria, se torna imposible establecer si la queja ha sido interpuesta en 
término. (Del voto de los Dres. Cornejo, Posadas, Vittar, Díaz y Kauffman de Martinelli) 
 Si el presentante no ha dado cumplimiento a los requisitos de interposición de la queja establecidos 
en los incisos 2º y 7º de la Acordada 11.224, en vigencia desde el 01/09/12, de acuerdo al punto III de dicho 
instrumento normativo, la vía de hecho intentada debe ser desestimada. (Del voto de los Dres.  Posadas, Vit-
tar, Díaz y Kauffman de Martinelli) 
               Corresponde el rechazo de la queja, si el interesado no acompañó la cédula por la cual se le notifica 
la denegatoria formal del recurso de casación, por lo que su presentación es incompleta e impide efectuar el 
pertinente examen a los fines de tener por cumplido el requisito de temporaneidad. 
 Las resoluciones que obligan a continuar sometido a proceso no resultan equiparables a sentencia 
definitiva. 
 La resolución que dispone la prisión preventiva cuenta con mecanismos procesales ordinarios desti-
nados a hacer cesar la afectación del derecho a la libertad, por medio del correspondiente planteo excarcelato-
rio, con la debida caución de ser necesario. 

La queja es un remedio procesal que habilita el planteo directo de la cuestión ante el tribunal compe-
tente para conocer la impugnación, lo que implica que debe haberse cercenado la facultad revisora de la alza-
da. Este último extremo no se da en el caso de autos, donde el interesado accedió plenamente a la jurisdicción 
por vía de apelación, obteniendo un pronunciamiento adverso. 
        Si en el caso se ha cumplido con la necesaria revisión de la resolución que dispuso el procesamiento 
y la prisión preventiva, en razón de la intervención del tribunal de apelación al que accedió el impugnante, se 
satisface la garantía de doble instancia mediante un recurso que permitió discutir cuestiones de hecho y dere-
cho. (Del voto de los Dres. Catalano y Ferraris) 
                Corresponde el rechazo de la queja, si el interesado no acompañó la cédula por la cual se le notifica 
la denegatoria formal del recurso de casación, por lo que su presentación es incompleta e impide efectuar el 
pertinente examen a los fines de tener por cumplido el requisito de temporaneidad. 
 Las resoluciones que obligan a continuar sometido a proceso no resultan equiparables a sentencia 
definitiva. 
 La resolución que dispone la prisión preventiva cuenta con mecanismos procesales ordinarios desti-
nados a hacer cesar la afectación del derecho a la libertad, por medio del correspondiente planteo excarcelato-
rio, con la debida caución de ser necesario. 
            Si en el caso se ha cumplido con la necesaria revisión de la resolución que dispuso el procesamiento 
y la prisión preventiva, en razón de la intervención del tribunal de apelación al que accedió el impugnante, se 
satisface la garantía de doble instancia mediante un recurso que permitió discutir cuestiones de hecho y dere-
cho. (Del voto de los Dres. Catalano y Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas y Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: FERROFINO, DANTE JUSTO – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENE-
GADO (Expte. Nº CJS 35.962/ 12) (Tomo 178: 899/908–15/agosto /2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Incumplimiento de los recaudos necesarios. Acordada 
11224.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado interpuesta a fs. 15/17 de 
autos. 
DOCTRINA: Corresponde rechazar la queja por recurso de casación denegado, si el quejoso omitió acompañar la copia 
correspondiente a la resolución de primera instancia que dictó el procesamiento, lo que importa un incumplimiento de lo 
dispuesto en la Acordada 11224 que precisó los recaudos necesarios que deben contener los escritos mediante los cuales 
se interpone la queja en el proceso penal.  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C 
BURGOS, DANIEL GUSTAVO; LEISECA, ALDANA ALEJANDRA; AGÜERO 
GONZÁLEZ, IGNACIO Y OTROS – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO” 
(Expte. Nº CJS 36.27) (Tomo 178: 959/964 – 16/agosto/2013) 
 



QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Resolución que confirma el sobreseimiento; 
doble instancia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado interpuesta a 
fs. 150/161 vta. de autos. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado si en la causa se ha cum-
plido con la necesaria revisión de la resolución que confirmó el auto de sobreseimiento, en razón de haber 
intervenido el tribunal de apelación al que accedieron los impugnantes haciendo uso de la vía ordinaria, con lo 
que se satisface la garantía de la doble instancia, con un recurso que permitió discutir CUESTIÓNes de hecho 
y derecho. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli  CAU-
SA: “ROCHA, ERNESTO RAÚL – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO” 
(Expte. Nº CJS 36.280/13) (Tomo 178: 579/586 – 31/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Abuso sexual con acceso carnal agravado por la convivencia; valoración de 
la prueba, sana crítica; protección de los derechos del niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 526/537. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena del acusado por el delito de abuso sexual con acceso carnal 
agravado por la convivencia, si el tribunal de juicio tuvo por acreditados los hechos de Índole sexual en que el 
imputado, aprovechando la situación de convivencia preexistente con la víctima, por él reconocida, y la au-
sencia de los otros integrantes del grupo familiar, abusaba sexualmente de la menor valiéndose de sustancias 
somníferas y amenazas, a partir de las declaraciones constantes y firmes de la víctima en cámara Gesell, en 
instrucción y en el careo realizado con el acusado, relato que permitió establecer las circunstancias de tiempo, 
modo y lugar; el informe del examen ginecológico ; las declaraciones testimoniales prestadas en audiencia de 
debate oral ; el informe del médico del Poder Judicial y las pericias psicológicas del acusado y la víctima que 
avalan aquellas declaraciones. 
     Los delitos de abuso sexual se desarrollan en su generalidad en ámbitos privados o aislados que re-
sultan proclives a su consumación y frente a ello debe admitirse el análisis de todo rastro, vestigio e indicio a 
efectos de dilucidar lo acontecido, pues de lo contrario se correría el riesgo de que la simple ausencia de testi-
gos implicara la impunidad. (Del voto de los Dres. Posadas, Catalano, Díaz y Ferraris) 
               El abuso sexual infantil agravado por la convivencia supone la existencia de una relación de poder 
sobre los niños y niñas ejercido por un adulto para su gratificación sexual, relación en la cual la abusada no 
tiene posibilidades efectivas de manifestar su consentimiento. Es por tal razón que cuando se aborda un su-
puesto de abuso sexual infantil es necesario tener en cuenta, al momento de valorar los hechos y la prueba 
rendida, que nos encontramos frente a un fenómeno delictivo de características especiales porque estos hechos 
acontecen en la esfera privada, en la intimidad y sin testigos. De allí que las declaraciones coincidentes de la 
víctima unidas a los informes psicológicos de la misma y del imputado adquieran particular relevancia. 
          La prueba de indicios cuando es concordante y permite una conclusión unívoca, es apta para dar 
sustento a un pronunciamiento condenatorio. El tribunal de juicio, en nuestro sistema, puede perfectamente 
edificar una versión de la verdad sobre la base de indicios. 
     Resulta indiscutible, en la actualidad, la protección de los derechos de los menores por lo que su 
superior interés es el que debe regir en todas las decisiones que recaigan cuando las víctimas sean niñas, niños 
o adolescentes. (Del voto de los Dres. Kauffman y Vittar) 
                Cabe considerar debidamente aplicado el método de la sana crítica racional, si la atribución certera 
del hecho se efectúa a partir del análisis del testimonio de la víctima, cuyos dichos fueron pormenorizadamen-
te evaluados. 
     Las reglas de la experiencia común que deben gobernar la apreciación de la prueba, indican que de 
ordinario la comparecencia ante la justicia para exponer un ataque a la libertad sexual, supone de parte de la 
víctima una situación traumática que, en principio, puede ser vencida a partir del impulso de que se haga 
justicia, de allí que quien pretenda que son otras las motivaciones con que se conduce quien se dice afectado 
por el hecho, debe ponerlas de manifiesto.    

En el supuesto contemplado por el art. 119 párrafo 3º del Código Penal, el acceso carnal, que signifi-
ca la introducción del órgano genital masculino en el cuerpo de la otra persona, implícitamente se refiere a 
penetraciones capaces de posibilitar una cópula sexual o un equivalente de ella, comprendiendo como moda-
lidad comisiva otras formas de penetración diferentes de la vaginal. 
  La declaración incriminante de la víctima, sumada a otros elementos probatorios conducen a tener 
por demostrada la configuración tipificada por el art. 119, tercer y cuarto párrafos inc. f) del Código Penal, 
pues resultan elementos del tipo penal objetivo la minoridad de la víctima y la circunstancia de aprovecha-
miento de la situación de convivencia preexistente y las consecuentes facilidades que le otorgan al sujeto esta 
proximidad y la relación de confianza con la menor. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C JARA, FAUSTO ALBERTO - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° 
CJS 35.554/12)(Tomo 178:  299/322 - 29/julio/2013) 
 



RECURSO DE CASACIÓN. Abuso sexual; modificación de la calificación del delito en gravemente ultra-
jante; sistema de libertad probatoria, superior interés de los menores; individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto 327/330 y, en su mérito, 
modificar la calificación jurídica de los hechos originariamente investigados, condenando a Santiago Felipe 
Pérez (a) “IPE”, de las demás condiciones obrantes en autos, como autor responsable del delito de abuso 
sexual gravemente ultrajante (dos hechos) en concurso real, en perjuicio de las menores R.T.A y J.V.A. de 
conformidad a los arts. 119 segundo párrafo y 55 del C.P.  
DOCTRINA: Corresponde calificar a los hechos como constitutivos del delito de abuso sexual gravemente 
ultrajante, si se ha establecido en el plenario que la corta edad de la menor en oposición a la del agente y la 
singularidad de los actos ejecutivos del delito, constituyen un ataque particularmente degradante y vejatorio 
que, además de violentar su identidad sexual, implican un menoscabo a su dignidad como persona. 
          El carácter gravemente ultrajante en el delito de abuso sexual resulta de la prolongación o la natura-
leza objetiva de los actos sexuales desarrollados por el agente; éstos poseen una desproporción con el tipo 
básico que producen en la víctima una humillación más allá de lo que normalmente se verifica con el abuso en 
sí. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar y Catalano) 
                Ante la modificación de la calificación del delito, debe fijarse el monto de la pena en base a las 
pautas de los arts. 40 y 41 del Código Penal, la escasa educación del acusado, su condición de primario, el 
aprovechamiento que hiciera de la situación de desprotección de las menores y los importantes daños psicoló-
gicos producidos en las víctimas. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas y Vittar) 
          Es el superior interés de los menores el que debe regir en todas las decisiones que recaigan cuando 
las víctimas sean niños, niñas o adolescentes. 

El derecho de menores presenta como su más destacada nota distintiva el carácter tutelar y protecto-
rio que orienta todas sus normas. La particularidad de los menores está dada por no tratarse de seres comple-
tamente desarrollados en sus aspectos biológicos, psíquicos y sociales por lo que el derecho que los ampara se 
debe considerar con una orientación tuitiva que se muestre presente en todo momento y que se convierta, a la 
vez, en principio interpretativo. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
               Las conductas gravemente ultrajantes resultan de la prolongación o la naturaleza objetiva de los 
actos sexuales desarrollados por el agente y agravan el delito de abuso sexual los actos, que objetivamente, 
tienen una desproporción con el propio tipo básico que produce en la víctima una humillación más allá de lo 
que normalmente se verifica por el abuso en sí. 
         En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la sana crítica racional. Ello implica, por un 
lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean 
cuales fueren los que se arrimasen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la 
facultad de valorarlos conforme a las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directivas o tasa-
ción alguna. En consecuencia, le es dable al tribunal fundar su certeza a partir de aquellos elementos condu-
centes para el esclarecimiento de la verdad y nada impide que un pronunciamiento condenatorio se sustente 
con el testimonio de la víctima, siempre y cuando, ésta sea objeto de un riguroso análisis y se expongan los 
aspectos que determinarán que le sea asignada credibilidad. (Del voto del voto del Dr. Cornejo) 
              Es plenamente válida la condena por el delito de abuso sexual gravemente ultrajante, si la correlación 
crítica de los distintos elementos probatorios como el informe psicológico, el certificado médico y los testi-
monios, otorgan convencimiento en grado de certeza sobre la existencia de una actividad sexual que fue eje-
cutada por el acusado contra dos personas distintas y que excede el simple abuso, en cualquiera de sus moda-
lidades. 
              El principio de libertad probatoria permite corroborar un determinado objeto mediante cualquier 
medio de prueba -salvo las expresas excepciones de ley-, y el sistema de la sana crítica racional admite cons-
truir un determinado acontecer mediante inferencias que descansan en indicios, siempre que resulten unívocos 
y sean sometidos a un riguroso análisis empírico. 
           El carácter gravemente ultrajante del abuso resulta de la prolongación o la naturaleza objetiva de los 
actos sexuales desarrollados por el agente, que poseen una desproporción con el tipo básico y producen en la 
víctima una humillación más allá de lo que normalmente se verifica con el abuso en sí. 
           Para la individualización de la pena, deben ponderarse las circunstancias agravantes, como son la plu-
ralidad real de hechos delictivos cometidos en solución de continuidad, la edad de las víctimas –ambas meno-
res de diez años, las secuelas producidas –tanto físicas como psíquicas y el aprovechando la situación de des-
protección de las menores cuando su madre salía a trabajar, y en oposición, otros factores atenuantes, tales 
como la falta de educación del acusado, su calidad de primario y su nivel socio cultural, de oficio jornalero de 
campo, sin vicios conocidos. (Del voto del Dr. Posadas) 
            Para individualizar la sanción correspondiente, debe realizarse un análisis adecuado de las circunstan-
cias atenuantes y agravantes previstas por los arts. 40 y 41 del C.P., y ajustarse a los elementos de carácter 
objetivo, dirigidos a especificar la magnitud del injusto cometido -circunstancias referidas al delito- y a los 
elementos subjetivos necesarios para establecer la culpabilidad y peligrosidad de los autores -circunstancias 
referidas a la personalidad y a las modalidades particulares del delito. (Del voto del Dr. Catalano) 



TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C PÉREZ, SANTIAGO FELIPE – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 34.893/11) (Tomo 178:  397/420 - 30 /julio/ 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Contravención; sanción impuesta por el Jefe de Policía; prescripción de la 
acción contravencional; suspensión del trámite del recurso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso deducido a fs. 44/46 vta. II. ORDENAR que 
bajen los autos al ex Juzgado Correccional y de Garantías de Quinta Nominación a fin de que se expida sobre 
la eventual prescripción de la acción. 
DOCTRINA: Si en la causa la acción posiblemente se encuentra prescripta, corresponde suspender el trámite 
del recurso deducido contra la resolución que al rechazar la apelación, confirma la sanción impuesta por el 
Jefe de Policía, y ordenar que bajen los autos al Juzgado de origen a fin de que, en forma previa, se expida 
sobre la vigencia de la acción contravencional. (Del voto de los Dres. Ferraris, Posadas, Vittar y Catalano) 
           Corresponde dictar el sobreseimiento, si de las constancias de la causa surge que la acción ya se en-
cuentra fenecida por el transcurso del tiempo pertinente para que opere la prescripción de la acción contra-
vencional.          
          En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe imperar, sin hesi-
tación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido proceso legal. (Del voto del 
Dr. Cornejo) 
          Es formalmente inadmisible el recurso de inconstitucionalidad deducido contra la resolución que con-
firma la sanción impuesta por Jefatura de la Policía, si no media un concreto planteo de arbitrariedad. (Del 
voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “RODRÍGUEZ, CARLOS MARCELO - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.222/12)(Tomo 178: 587/602 – 31/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión objeto del recurso de casación interpuesto a fs. 22/24.  
DOCTRINA: Corresponde declarar abstracto el recurso de casación interpuesto por el Ministerio Público Fiscal contra la 
resolución que hizo lugar al pedido de libertad de los acusados, si en el expediente principal la Corte ha rechazado el 
recurso de casación interpuesto por la defensa de los condenados y ha ordenado al juzgado de origen que disponga su 
inmediata detención.  
        Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al 
momento de decidir, ya que no es posible que los jueces decidan cuestiones que, en el curso del proceso, han 
quedado vacías de contenido o para responder a un interés meramente académico. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C 
OLIVERA, DÉBORA DEL CARMEN; FRÍAS, JULIO ENRIQUE – RECURSO DE CA-
SACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.605/12) (Tomo 178: 553/558 – 31/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual simple; menor de trece años, consentimiento; certeza 
para condenar; valoración de la prueba, sana crítica, principio de libertad probatoria; superior interés del 
menor. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 245/251 vta.  
DOCTRINA: Corresponde calificar la conducta del imputado como abuso sexual simple de un menor, si el 
tribunal de juicio tuvo por acreditado que su intención tendía a desahogar sus propias apetencias sexuales y ha 
arribado a esa certeza a partir de un análisis razonado de las constancias de la causa, especialmente el informe 
psicológico del imputado y el testimonio de la madre de la víctima quien encontró al regresar a su propia casa 
“in fraganti” al imputado realizando el hecho de abuso sexual contra su hijo, sin poder justificar su presencia 
en el lugar y dándose a la fuga, para luego ser capturado por los vecinos, estableciendo de acuerdo a las cir-
cunstancias de persona, tiempo, modo y lugar, el accionar del imputado tal cual ha ocurrido. 
            Si bien resulta impune el mero contacto sexual libremente consentido por quien habiendo cumplido 
trece años de edad posee además conocimientos y madurez indispensables para comprender con plenitud las 
consecuencias de su acto, no es ello así si en el caso el acercamiento y contacto con el cuerpo del sujeto pasi-
vo –tocamientos genitales- lo fueron sin el consentimiento o autorización del menor para tal avance y fue 
claro al decir que se sintió incómodo, por lo cual se perpetraron sin ningún concurso voluntario del afectado, 
lo que con prescindencia de su edad, determina la relevancia típica de la conducta. (Del voto de los Dres. 
Catalano, Díaz, Ferraris, Posadas y Vittar) 
                En los delitos contra la integridad sexual, normalmente existen serias dificultades para desentrañar 
lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibilinamente dado que 
tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas precisamente para no 
ser descubiertos.  
          El abuso sexual simple es un delito doloso representado por la finalidad impúdica del actor que cede 
a un impulso repentino, rápidamente satisfecho sin consumar el acceso carnal ni someter al menor a trata-



mientos lascivos de otro tipo que pudiesen ser indicativos de que se propuso o hizo factible la corrupción de 
menores. 
          La Convención de los Derechos del Niño consagra expresamente el principio del interés superior del 
niño, al que define como la máxima satisfacción integral, simultánea de los derechos y garantías reconocidos 
en el mencionado instrumento, disponiendo, además, que cuando exista conflicto entre los derechos e interés 
del niño frente a otro derecho e interés igualmente legítimo prevalecerán los primeros.  
           En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y, la sana crítica racional. Ello implica, por 
un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean 
cuales fueren los que se arrimasen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la 
facultad de valorarlos conforme a las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directivas o tasa-
ción alguna.  
            Le es dable al tribunal fundar su certeza a partir de aquellos elementos conducentes para el esclare-
cimiento de la verdad y nada impide que un pronunciamiento condenatorio se sustente con el testimonio de la 
víctima, siempre y cuando, ésta sea objeto de un riguroso análisis y se expongan los aspectos que determi-
narán que le sea asignada credibilidad. 
            Las reglas de la experiencia común que deben gobernar la apreciación de la prueba, indican que de 
ordinario la comparecencia ante la justicia para exponer un ataque a la libertad sexual, supone de parte de la 
víctima una situación traumática que, en principio, puede ser vencida a partir del impulso de que se haga 
justicia, de allí que quien pretenda que son otras las motivaciones con que se conduce quien se dice afectado 
por el hecho, debe ponerlas de manifiesto. (Del voto del Dr. Cornejo) 
               El sistema de la sana crítica racional permite construir un determinado acontecer mediante inferen-
cias que descansan en indicios, y éstos sólo tienen valor probatorio cuando no pueden dar lugar a ninguna otra 
conclusión, es decir, cuando resultan unívocos.  
             La prueba de indicios cuando es concordante y permite una conclusión unívoca, es apta para dar 
sustento a un pronunciamiento condenatorio. El tribunal de juicio, en nuestro sistema, puede perfectamente 
edificar una versión de la verdad sobre la base de indicios. 
             El abuso sexual infantil supone la existencia de una relación de poder sobre los niños y niñas ejercido 
por un adulto para su gratificación sexual, relación en la cual el abusado no tiene posibilidades efectivas de 
manifestar su consentimiento. 
              El superior interés es el que debe regir en todas las decisiones que recaigan cuando las víctimas sean 
niños, niñas o adolescentes. 
              La particularidad de los menores está dada por no tratarse de seres completamente desarrollados en 
sus aspectos biológicos, psíquicos y sociales por lo que el derecho que los ampara se debe considerar con una 
orientación tuitiva que se muestre presente en todo momento y que se convierta, a la vez, en principio inter-
pretativo. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Ferraris, Posadas, Vittar DOCTRINA: Dra, Galli  
CAUSA: “C/C ALMADA MURILLO, RAFAEL ESTEBAN – RECURSO DE CASA-
CIÓN” (Expte. Nº CJS 36.207/13)(Tomo 178: 367/386 – 30/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual; víctima menor de edad; valoración de la prueba, sana 
crítica; sistema de libertad probatoria. 
CUESTION RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 397/405 
y, en su mérito, modificar el punto 1º de la sentencia de fs. 374 y vta. cuyos fundamentos obran a fs. 380/387 
y disponer que la condena impuesta a Daniel Héctor Peloc lo es a la pena de tres años y seis meses de prisión, 
por resultar autos material y penalmente responsable del delito de abuso sexual simple (art. 119 1er. párrafo 
del C.P.). 
DOCTRINA: La conducta del acusado debe ser encuadrada en la figura de abuso sexual simple, si la declara-
ción prestada por la menor víctima mediante la práctica de cámara Gesell resulta absolutamente idónea, en 
términos de legítima prueba, para afirmar que la relación mantenida con el acusado fue de indudable carácter 
sexual, mas no es posible aceptar que importó un acceso carnal y la existencia del vínculo, en los límites seña-
lados, además, encuentra sustento en otros elementos indirectos, de los que surge que aun sin llegar a la cópu-
la carnal, es indudable la concurrencia de actos de esa naturaleza en el contexto delictivo en que se llevó a 
cabo la acción, ya que el lugar de comisión y el previo traslado a un hotel alojamiento demuestra, por sí, el 
contenido subjetivamente impúdico del acto. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Ferraris) 
               En los delitos contra la integridad sexual, normalmente existen serias dificultades para desentrañar lo 
verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibilinamente dado que tal 
es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas precisamente para no ser 
descubiertos. 
            En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la sana crítica racional. Ello implica, por un 
lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean 
cuales fueren los que se arrimasen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la 
facultad de valorarlos conforme a las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directivas o tasa-
ción alguna. 



Cabe considerar debidamente aplicado el método de la sana crítica racional, si la atribución certera 
del hecho se efectúa a partir del análisis del testimonio de la víctima, cuyos dichos fueron pormenorizadamen-
te evaluados. (Del voto del Dr. Cornejo) 
               Corresponde calificar al delito como abuso sexual con acceso carnal, si el tribunal  de juicio valoró 
como pruebas incriminantes el informe proveniente de la entrevista en cámara Gesell realizada a la menor 
donde consta que refirió que tuvo relaciones con el acusado, consentidas por su parte, la última vez, en su 
casa, en ocasión que ella había decidido marcharse de su domicilio, lo que se condice con lo surgido del video 
de la cámara Gesell efectuada a la menor, de donde surge que mantuvo relaciones en dos noches y ello se 
aúna con los informes psicológicos y la declaración testimonial de la maeswtra de la víctima. 
 En casos de relaciones sexuales mantenidas con un menor de trece años cuando éste haya prestado su 
consentimiento para el acto, es el término integridad sexual el que se presenta como más apropiado para abar-
car tanto la libertad sexual de los individuos adultos, como la indemnidad sexual de aquellas personas que 
careciendo de ella, los menores, que son merecedoras de igual o mayor protección, por su estado de vulnera-
bilidad. (Del voto de los Dres. Kauffman y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C PELOC, HÉCTOR DANIEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 35.525/12) (Tomo 178: 1/26 – 29/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de falsedad por supresión de documento público y defraudación en 
grado de tentativa en concurso ideal; deber de motivación de la sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1104/ 1108 y, en su 
mérito, dejar sin efecto la absolución dispuesta en el punto I de la sentencia de fs. 1058 y vta., cuyos funda-
mentos obran a fs. 1060/1090 vta. y condenar a Juan Pablo Lemir Saravia como autor de los delitos de false-
dad por supresión de documento público y defraudación en grado de tentativa en concurso ideal (arts. 294, 
173 inc. 8º y 54 en función del art. 42 del C.P.) y ordenar que bajen los autos al tribunal de origen para que 
determine la pena que corresponda imponer, al no contar este Tribunal con los elementos de valoración sufi-
cientes a esos fines. II. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 1113/1126 y, en 
su mérito, condenar a Juan Pablo   Lemir Saravia al pago de la suma de $ 20.000 (pesos veinte mil) en carác-
ter de daño moral al actor civil, con más intereses desde el día del hecho hasta su efectivo pago. 
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la absolución del acusado de los delitos de falsedad por supresión 
de documento público y defraudación en grado de tentativa en concurso ideal, si se encuentra debidamente 
acreditado que el letrado devolvió el expediente en cuestión, con foja faltante, constando sello ligador y falta 
de la otra mitad que correspondería, circunstancia que fue consignada por el encargado de mesa de entradas 
del juzgado civil y ordenándose posteriormente su reconstrucción con la copia con cargo del escrito, y que 
posteriormente el acusado solicitó en ese mismo expediente regulación de honorarios, escrito ingresado al 
mismo tiempo que procedió a la devolución, a lo que se suma que el imputado era el único interesado en que 
desapareciera el escrito en cuestión, que contenía el desistimiento de la acción y del derecho. 
        Es autor del delito de falsedad por supresión de documento público el que defraudare a otro sustitu-
yendo, ocultando o mutilando un proceso, expediente, documento u otro papel un documento destinado a 
cumplir una función probatoria, con perjuicio patrimonial para un tercero. Se trata de una estafa especializada 
por el fraude.     
            El deber de motivación de la sentencia impone que, para establecer la existencia del hecho imputado 
el tribunal evalúe todos los elementos probatorios incorporados a la causa, y exponga por qué la correlación 
de tales elementos lo conduce a una determinada conclusión, explicando el motivo por el que esa labor asigna 
prevalencia a determinadas pruebas sobre otras. 
            La omisión en que incurre el tribunal de apreciar todos los elementos de prueba agregados al proce-
so, conducentes de acuerdo a las pautas de un razonamiento basado en la sana crítica, que genera un déficit en 
la motivación de la sentencia y conduce a dejarla sin efecto, toda vez que la función jurisdiccional exige que 
esas conclusiones sean el fruto del análisis certero de las pruebas en que se apoya. (Del voto de los Dres. 
Catalano, Díaz, Ferraris y Kauffman) 
              Es responsable de los delitos de falsedad por supresión de documento público y defraudación en 
grado de tentativa en concurso ideal el imputado, si a partir de una visión de conjunto -no fragmentada- de la 
prueba producida, se puede colegir la realidad de la imputación, determinándose la existencia del hecho, su 
autoría y la responsabilidad penal del acusado, por su conducta consistente en haber sustraído del expediente 
citado el desistimiento de la acción y del derecho y del proveído de ese escrito, para después de un considera-
ble tiempo iniciar, a sabiendas de aquélla ausencia, una nueva ejecución por el mismo título y monto, en un 
proceder estafatorio que, por haber sido advertido a tiempo, no llegó a consumarse. (Del voto de los Dres. 
Díaz y Kauffman) 
             Es plenamente válida la sentencia que absuelve al acusado de los delitos de falsedad por supresión de 
documento público y defraudación en grado de tentativa en concurso ideal, si el tribunal de juicio tuvo en 
consideración, que de manera indubitable se constataba la ausencia de una foja en el expediente civil respecti-
vo, circunstancia que, sin embargo, presentaba, a su entender, aspectos confusos atento la falta de constancias 
judiciales precisas acerca de la cantidad de fojas que tenía el expediente al momento de ser prestado, impreci-



sión que impediría conocer desde cuándo faltaba la foja, vale decir, en qué momento fue sustraída del expe-
diente y, por ende, por quién, a lo que se sumó la incertidumbre que resultara de las pericias grafológicas 
practicadas, en cuanto a que no se pudo determinar la autoría de la firma examinada. 
           La sentencia cumple con el deber de motivación, si el tribunal reconstruyó los antecedentes fácticos 
del caso, realizó un adecuado análisis lógico de la prueba y privilegió de manera razonable y plausible, sobre 
la base de incertidumbre y mera probabilidad que arrojaran las comprobaciones experimentales practicadas, la 
operatividad de los principios constitucionales de inocencia e “in dubio pro reo”. 
          En el proceso penal la sentencia sólo puede ser el resultado de un convencimiento que esté más allá 
de toda duda razonable acerca de la responsabilidad del acusado por un hecho punible,   de modo que si de la 
apreciación cumplida en casación se observa que el tribunal de juicio no contaba con elementos suficientes 
para fundar el estado de certeza necesario para condenar, corresponderá reconocer que, a las resultas de la 
etapa plenaria válidamente cumplida, el imputado adquirió el derecho a ser absuelto por el beneficio de la 
duda. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C L S J P - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 32.938/09) (Tomo 
178: 651/670 – 7/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio simple con arma de fuego. Emoción violenta, presupues-
tos para que se configure la atenuante. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 349/357. 
DOCTRINA: Corresponde condenar al acusado como autor del delito de homicidio simple con arma de fue-
go, si el tribunal tuvo por acreditado que en circunstancias en que terminaba la celebración del cumpleaños de 
una menor se hizo presente allí el imputado montado en su motocicleta, de la que descendió extrayendo una 
pistola calibre 22 largo desde su cintura y, previo reclamarle a la víctima por qué molestaba a su novia, re-
montó el arma y le realizó aproximadamente entre 4 a 6 disparos, impactándole tres de ellos en distintas par-
tes del cuerpo y ocasionando su deceso en forma inmediata; luego gatillar en dos oportunidades contra otra 
persona que pretendió salir en defensa de la víctima, disparos que no salieron, para finalmente tomar su moto-
cicleta y retirarse del lugar, por lo cual desestimó la pretensión de la defensa de que los hechos resulten en-
cuadrados en la atenuante por emoción violenta, que implica un grado de afectación del pleno gobierno de los 
frenos inhibitorios incompatible con el accionar del imputado.  
       Para evaluar si se da el grado de afectación emotiva que configure el supuesto de emoción violenta, 
no es un requisito "sine qua non" la pérdida de la memoria u otro tipo de situaciones genéricamente estableci-
das; cabe más bien atenerse a las circunstancias del caso concreto. 
 Es relevante que el autor esté emocionado mientras ejecuta el hecho, precisamente porque la excusa 
radica en que haya perdido el pleno dominio de sus frenos inhibitorios; es decir que la conducta debe ocurrir 
mientras dura el arrebato emocional, siendo lo importante que la reacción delictiva tenga lugar en estado de 
emoción violenta y no cuando el sujeto ha recuperado el control sobre su ánimo. (Del voto de los Dres. Cor-
nejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano) 
                La atenuante del art. 81 inc. 1º ap. a) del Código Penal no queda acreditada mediante cualquier 
estado de indignación, pues cuando se califica a la emoción como violenta se exige que se halle dotada de un 
importante grado de intensidad, idóneo para alterar el dominio del sujeto sin llegar a eliminar la voluntad, 
causada por un estímulo violento, exterior y excusable con eficiencia para causar un relajamiento en los fre-
nos inhibitorios del acusado que se haya prolongado por un considerable lapso y que haya determinado que 
éste acabara con la vida de la víctima.  
 Para que pueda reducirse la escala penal, el autor debe haber sido impulsado al homicidio por una 
situación que al momento del hecho configure la causa motora, de poder excepcional, con arreglo a las cir-
cunstancias anteriores o concomitantes del delito. Su aplicación es excepcional y únicamente procede ante 
circunstancias o accidentes de naturaleza extraordinaria, con fuerza e incidencia anímica fuera de lo habitual; 
extremos fácticos que deben encontrarse debidamente probados en la causa. Además, su aplicación y la con-
secuente reducción de la escala penal no es una cuestión que ataña a la subsunción típica del hecho, sino que 
corresponde a la individualización judicial de la pena y se encuentra establecida de modo facultativo para el 
juez.(Del voto del Dr. Catalano) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C VALDIVIEZO ALEMÁN, HUGO ALBERTO – RECURSO DE CASA-
CIÓN” (Expte. Nº CJS 35.900/12)  (Tomo 178:  707/7230 – 7/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones leves; valoración de la prueba, sana crítica. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 138/141 vta. 
DOCTRINA: Es válida la condena por el delito de lesiones leves, si el tribunal de juicio ha relacionado aca-
badamente la historicidad de la conducta penalmente reprochada a la acusada, definiendo sus accidentes de 
modo, tiempo, lugar, ocasión y personas, al precisar la entidad objetiva de la lesión causada por ella en la 
pierna izquierda de la víctima con un elemento punzo-cortante, y determinar el móvil y los aspectos subjeti-



vos que motivaron el artero ataque, en base a las constancias del certificado médico, las declaraciones de la 
víctima y de un testigo y el informe psicológico. 
          El delito de lesiones se traduce en un daño que sufre la víctima en su integridad física o psíquica, de 
modo que el bien jurídico penalmente protegido es la incolumidad de la persona en su integridad psico-física. 
          En su faz subjetiva, la culpabilidad típica del delito de lesiones admite tanto el dolo directo como el 
dolo eventual. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.   DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: “C/C SORIA, SANDRA DEL SOCORRO - RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. N° CJS 35.929/12) (Tomo 178:  937/946 – 15/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones; relación de causalidad; violencia contra las mujeres. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 79/87 vta.  
DOCTRINA: Es responsable el acusado del delito de lesiones, si el tribunal encontró acreditada la materialidad del hecho 
juzgado, la relación de causalidad entre la acción del imputado y el resultado lesivo producido en el cuerpo de la víctima, 
a partir del relato de la víctima, de la constancia médica y de los testimonios de la vecina. 
     La culpabilidad del delito de lesiones se revela tanto por medio del dolo directo como en virtud del eventual. 
Toda voluntad de ataque físico a la persona de otro, con capacidad dañosa, en que el agente se representó la posibilidad de 
rechazarla, queda comprendida en el dolo de lesiones y la responsabilidad correspondiente se ajusta al resultado produci-
do. (Del voto de los Dres. Podadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz y Ferraris) 
               Es plenamente válida la condena por el delito de lesiones, si en el caso la prueba colectada ha sido debidamente 
valorada por el tribunal de juicio en el sentido que el acusado ha ejercido actos de violencia en contra de su pareja. 
    La responsabilidad del estado es central para una interpretación expansiva de los derechos humanos que busca 
incluir los derechos de las mujeres a la vida, libertad, seguridad personal y, por sobre todo, la inclusión de aquéllas que 
son abusadas físicamente por alguien que pertenece a su entorno familiar, razón por la cual se encuentran en una posición 
de dominación-sometimiento. 
    Se entiende por violencia contra las mujeres toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o indirecta, 
tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, dignidad, 
integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su seguridad personal. (Del voto de la 
Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“C/C SARAVIA, SERGIO JOSÉ - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
35.015/11) (Tomo 178: 435/444 – 30/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de resistencia a la autoridad y lesiones leves en concurso ideal. Principio de 
congruencia. Nulidad de la sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la nulidad de la sentencia de fs. 378/379 con alcance a la audiencia de debate y 
ordenar que bajen los autos al ex Juzgado Correccional y de Garantías que por orden corresponda a fin de que realice un 
nuevo juicio y emita pronunciamiento con arreglo al presente.  
DOCTRINA: Corresponde declarar la nulidad de la sentencia y ordenar que se realice un nuevo juicio, si en la causa se ha 
vulnerado el derecho de defensa, toda vez que entre la acusación intimada y la sentencia no ha mediado una correlación 
esencial sobre el hecho, lo que impide condenar al acusado por uno diverso del que fuera objeto de la imputación formu-
lada. 
    El juez no tiene libertad para admitir la existencia de una pluralidad de hechos, si la acción fue promovida por 
uno sólo; de lo contrario, sustituiría la enunciación fáctica formulada por el actor y la prohibición es absoluta. 
    El principio de congruencia, corolario elemental del derecho de defensa en juicio, determina una necesaria 
correlación entre la acusación y la sentencia. Ello impide que los pronunciamientos jurisdiccionales en materia penal 
difieran de los aspectos concretamente delimitados en los dictámenes del órgano requirente. 
    Constituye un requisito fundamental del derecho procesal penal, la necesidad de que las sentencias penales 
contengan el examen acerca de la participación de cada uno de los procesados en los hechos ilícitos que se consideren 
probados, precisando las figuras delictivas que se juzgan con límite en el ajuste del pronunciamiento a los hechos que 
constituyen materia de juicio, en razón del derecho fundamental del acusado, basado en el art. 18 de la Constitución Na-
cional, de tener un conocimiento efectivo del delito por el cual ha sido condenado. (Del voto de los Dres. Catalano, Cor-
nejo, Díaz, Ferraris y Kauffman) 
               Configura una nulidad absoluta el requerimiento de juicio formulado por el Ministerio Fiscal que no cumple con 
los requisitos a que está sometido y, tratándose de la base del juicio penal, lesiona los derechos del debido proceso y de 
defensa en juicio. Además, con acento en el principio de congruencia, viola otras disposiciones específicas del bloque de 
constitucionalidad que de manera inequívoca, refieren la necesidad de un detalle en la acusación, que lógicamente condi-
ciona la decisión jurisdiccional en materia penal. 
    Constituye una exigencia previa emanada de la función jurisdiccional, el control, aún de oficio, del 
desarrollo del proceso cuando están comprometidos aspectos que atañen al orden público, siendo que la even-
tual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecte una garantía constitucional, no 
podría convalidarse. (Del voto del Dr. Vittar)  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“C/C REARTE, DIEGO RAFAEL GREGORIO; LÓPEZ, MARCOS VÍCTOR EMA-
NUEL; AREPIA, VERÓNICA ELIZABETH; REARTE, MANUEL ROLANDO – RE-
CURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.196/12) (Tomo 178: 323/338 – 29/julio/2013) 



 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo; valoración de la prueba, sana crítica. Planteo de nulidad del acta de 
reconocimiento con firma a ruego. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 453/455. 
DOCTRINA: Es responsable el acusado del delito de robo doblemente calificado, si el tribunal de juicio tuvo por acredi-
tados los hechos y la participación culpable del imputado, a partir de las declaraciones testimoniales del conserje del hotel 
y de la víctima, así como el certificado médico, la constatación “de visu” de la cicatriz de la herida en el curso del debate, 
el acta de secuestro y el reconocimiento de personas. 
      El sistema de sana crítica racional y el deber de motivación de la sentencia imponen al tribunal de juicio una 
apreciación integral y equilibrada de la prueba, lo que demanda que ante la discrepancia entre los diversos elementos de 
convicción reunidos en la causa, la decisión de hacer prevalecer aquellos que se consideran de mayor valor para la demos-
tración del hecho, deba ir necesariamente acompañada de la exposición de las razones de esa prevalencia. 
          Corresponde el rechazo del planteo de nulidad del acta de reconocimiento donde la firmante a ruego se hallaba 
vinculada laboralmente al tribunal ante el cual se cumplía el acto, pues el art. 262 del C.P.P. (texto según Ley 6345 y 
modificatorias) prohíbe la integración o conformación de la rueda de personas con personal del tribunal, pero no impide 
que alguien de dicho tribunal asista al reconociente-víctima a través de la figura forense común y expeditiva de la firma 
rogada, en tanto la suscriptora del acta,  asumió, en los hechos, el rol de colaboradora circunstancial y accidental en la 
formación de un acto procesal.   
     Las formas procesales no constituyen un fin en sí mismas, sino que se orientan a la consecución de una meta 
principal en el procedimiento penal. 
     La nulidad de las actuaciones no debe ser declarada en el solo interés de la ley, sino en aquellos casos en que el 
vicio, defecto u omisión que la motiva, hayan -o puedan haber- privado a las partes del ejercicio de algún derecho, afec-
tando así las garantías del debido proceso o la defensa en juicio. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas,  Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“C/C BENÍTEZ, PEDRO ORLANDO - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
35.571/12 (Tomo 178: 625/636 – 05/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Excepción de falta de acción por inexistencia de delito y privilegio de inmunidad de opi-
nión, legislador. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 177/184. 
 DOCTRINA: Es válida la resolución que rechaza el pedido de sobreseimiento de la querellada basado en la falta de ac-
ción penal por inexistencia de delito y por encontrarse amparada por el privilegio de inmunidad de opinión, pues sólo 
procede la inexistencia de delito como una excepción previa de falta de acción, ante situaciones de muy particular excep-
cionalidad, cuando la inexistencia de delito es evidente, lo que el tribunal no encuentra acreditado y, además, porque la 
condición previa para que rija la inmunidad de expresión de los legisladores, es que, independientemente del lugar donde 
sean propaladas, esas expresiones guarden estrecha ó íntima relación con la actividad legislativa. 
      No obstante que la inmunidad de opinión constituye una garantía de la independencia y eficacia funcional de las 
Cámaras Legislativas e incluso resulta ser una herramienta para que el pueblo sea informado sobre materias relativas a las 
labores de gobierno, no debe llevarse a extremos tales e ilimitados que signifique vulnerar el derecho que toda persona 
tiene al respecto, a su honra y dignidad, conforme lo contempla el art. 11 de la Convención americana sobre derechos 
humanos (C.A.D.H.) o Pacto de San José de Costa Rica, de rango constitucional. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, 
Posadas, Vittar y Catalano) 
                Corresponde hacer lugar a la excepción de falta de acción por encontrarse la querellada amparada 
por el privilegio de inmunidad de opinión, si las expresiones vertidas por la diputada provincial ante medios 
locales, por las cuales ha sido denunciada, están vinculadas a la función legislativa que desempeña y versan 
sobre materias que se encontraban sujetas al debate, examen y control del Poder Legislativo. 
  La inmunidad de opinión debe interpretarse en el sentido más amplio y absoluto, porque si hubiera un medio de 
violarla impunemente, él se emplearía con frecuencia por los que intentasen coartar la libertad de los legisladores, dejando 
burlado su privilegio y frustrada la Constitución en una de sus más substanciales disposiciones. (Del voto de la Dra. 
Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli  CAU-
SA: “QUERELLA POR CALUMNIAS E INJURIAS CONTRA MAZZONE, LILIANA 
ESTHER PRESENTADA POR EL DR. ABEL CORNEJO – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 35.868/12) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Impedimento de contacto de hijos con padres no convivientes; sobreseimien-
to ; valoración de la prueba. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 67/68 vta. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la resolución que dispone el sobreseimiento de la acusada por el delito de 
impedimento de contacto de hijos con padres no convivientes, si el tribunal consideró que la acusada dio 
cumplimiento a las medidas impuestas para la concesión de la suspensión del juicio a prueba, a partir de los 
informes de la Secretaría de Derechos Humanos, del Registro Nacional de Reincidencia y la planilla prontua-
rial actualizada y la ausencia de comisión de un nuevo delito. 
      No se patentiza el vicio de la omisión de valoración de prueba, si el juzgador ha ponderado los ele-
mentos de convicción esenciales confrontando entre sí los colectados en la causa. 



      En nuestro sistema procesal rigen el sistema de libertad probatoria y de sana crítica racional. Ello 
implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley 
y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas 
del recto entendimiento humano, sin sujeción a directiva o tasación alguna. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C OULIER, ROMINA VERÓNICA – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.652/12) (Tomo 
178:  867/874 – 15/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal; ausencia de sentencia definitiva y de perjuicio; con-
sentimiento del acto reputado nulo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
660/663 vta. 
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación si la resolución que se 
impugna, que rechaza un planteo de nulidad, no es sentencia definitiva ni se ha efectuado alegación alguna 
para reputarla equiparable a tal. 

Ninguna nulidad puede tener un fin en sí misma y esta grave sanción debe obedecer siempre a la 
existencia de un interés, lo cual supone la violación de una formalidad legal y la demostración de que median-
te ella la parte experimente un perjuicio, situación que no ocurre en la causa, si la parte conoció la integración 
del tribunal al momento de la radicación de los autos y pese a ello no se valió de los remedios procesales 
tendientes a garantizar la imparcialidad pretendida, por lo cual,  pese al defecto señalado por la defensa, el 
vicio ha sido subsanado.  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“C/C GONZÁLEZ, HÉCTOR EDUARDO; BLASCO, CÉSAR EMILIANO; MARTÍNEZ, 
FACUNDO GUSTAVO; BLASCO, RUBÉN IVÁN; GÓMEZ, CRISTIAN ALEJANDRO; 
GALLARDO, IVÁN MOISÉS; GALLARDO, SILVIO MANUEL; FERNÁNDEZ, JOSÉ 
LUIS – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.577/12)(Tomo 178:  155/162 – 
29/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACION. Prescripción de la acción penal; interrupción del plazo por comisión de otro 
delito, necesidad de suspender el trámite del recurso a fin de verificarlo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite de los recursos de casación interpuestos y, en su mérito, 
ordenar que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías y de Menores de Segunda Nominación del 
Distrito Judicial Tartagal, a fin de que se proceda a constatar, mediante informe actualizado del R.N.R., la 
existencia o no de sentencia condenatoria que haya interrumpido la prescripción de la acción penal, y se dicte 
resolución en consecuencia.  
DOCTRINA: Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al 
momento de decidir. 
           No corresponde que la cuestión planteada se resuelva prescindiendo de la consideración de que, de 
acuerdo a las constancias de la causa, la acción se encontraría extinguida por el transcurso del tiempo máximo 
del delito imputado, luego de dictada la resolución recurrida. 
           Corresponde suspender el trámite del recurso de casación interpuesto y en su mérito ordenar que bajen 
los autos, a fin de que se proceda a constatar, mediante informe actualizado del Registro Nacional de Reinci-
dencia, la existencia o no de sentencia condenatoria que haya interrumpido la prescripción de la acción penal, 
y se dicte resolución en consecuencia. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C TORO, GUILLERMO AGUSTÍN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.865/12) (Tomo 178: 541/552 - 31/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Querella. Prescripción de la acción. Caducidad de instancia.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 38/43 vta. y 
58/69. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la resolución que rechaza el pedido de sobreseimiento por prescripción de 
la acción penal, si conforme a las constancia de la causa el curso del plazo pertinente se encontraba interrum-
pido. 
           En los procesos de acción privada la querella se identifica con el acto contemplado en el artículo 67 
inciso c) del Código Penal y, por ende, interrumpe el curso de la prescripción. (Del voto de los Dres. Posadas, 
Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris y Kauffman) 
               A los fines de la interrupción del plazo a que se supedita la caducidad de instancia, tienen eficacia no 
sólo los actos de la parte, sino también los del tribunal y sus auxiliares. 



           No procede declarar la caducidad de la instancia si de las constancias de la causa no surge un desis-
timiento por parte del querellante a seguir ejerciéndola en el proceso. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, 
Catalano, Ferraris y Kauffman) 
               La perención de instancia debe responder a las particularidades de cada caso, y por ser un modo 
anormal de terminación del proceso es de interpretación restrictiva. 
           Es válida la resolución que rechaza el pedido de perención o desistimiento del proceso, si conforme a 
las constancias de la causa no se observa abandono del impulso procesal por parte del querellante. (Del voto 
del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris, Kauffman    DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “QUERELLA POR INJURIAS INTERPUESTA POR EL SR. TORINO DAN-
TUR, MARCELO DAVID EN CONTRA DE MARTÍN GRANDE DURAND – RECUR-
SO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 35.684/12)(Tomo 178: 745/ 750 – 09/agosto/2013) 
 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Resolución que dispone el sobreseimiento porque el hecho no existió. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 270/ 276 vta. 
DOCTRINA: La construcción racional de la sentencia que revoca el procesamiento y dispone el sobreseimiento de los 
imputados con fundamento en que el hecho no existió no presenta defectos, si el tribunal de juicio arribó a esa conclusión 
lógica, en virtud de un análisis pormenorizado de las pruebas producidas y valoró que no se han podido colectar en autos 
pruebas que tengan suficiente peso como para arribar a un pronunciamiento incriminatorio, ni siquiera en grado de proba-
bilidad, así como tampoco se advierte la posibilidad de producir otras que tengan esas características. (Del voto del Dr. 
Díaz) 
                El sobreseimiento puede dictarse en cualquier estado y grado del proceso, siempre, claro está, que 
esa decisión se encuentre fundada en elementos de convicción suficientes que sean fruto de la investigación 
directa e inmediata ordenada por el magistrado. 
    Corresponde confirmar la resolución que dispone el sobreseimiento de los acusados, si no se advierten vicios, 
falencias o errores notorios y manifiestos, como tampoco que la sentencia sea insostenible, o irregular, o anómala, o ca-
rente de fundamentos suficientes para sustentarla, o desprovista de todo apoyo legal y fundada tan sólo en la voluntad de 
los jueces que la suscriben. (Del voto de los Dres. Catalano y Ferraris) 
               Corresponde desaprobar el sobreseimiento dispuesto por el tribunal, si de la compulsa de los elementos incrimi-
natorios y desincriminatorios existentes en la causa no puede colegirse que exista un estado de certeza que permita dictar-
lo, y tal declaración judicial presupone una investigación agotada en lo que respecta a la producción de diligencias proba-
torias.     
     Es deber de los magistrados comprobar la posible existencia de un hecho delictivo, mediante todas las diligen-
cias conducentes al descubrimiento de la verdad real. 
    El presupuesto del sobreseimiento es el juicio de certeza que debe tener el juez sobre la concurrencia de la cau-
sal correspondiente. (Del voto de los Dres. Cornejo y Vittar) 
               No resulta suficiente para decidir el sobreseimiento de los acusados la mera probabilidad que el hecho no ha 
ocurrido, circunstancia que surge de la lectura de la resolución atacada, pues para el dictado de esa decisión liberatoria se 
exige un grado de certeza que no estuvo presente en cabeza de los jueces resolventes. (Del voto de la Dra. Kauffmnan)  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C 
SEGURA, LORENZO; SEGURA, LUIS GUSTAVO - RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. Nº CJS 33.582/ 10) (Tomo 178: 469/492 – 30/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Resolución que rechaza recurso de reposición con apelación en subsidio, 
extemporaneidad del planteo. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 95/96 vta.  
DOCTRINA: Es plenamente válida la resolución que rechaza el recurso de reposición con apelación en subsi-
dio, si dada su improcedencia por incumplimiento del recaudo formal de temporalidad, no obligaba al tribunal 
a brindar razones sobre la cuestión de fondo planteada y en tanto la recurrente ha consentido la admisión de la 
constitución de actor civil y parte querellante en el proceso, luego de lo cual recurrió extemporáneamente. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Catalano, Díaz, Cornejo, Ferraris, Kauffman, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C AQUINO GUAYMÁS, OSCAR HUMBERTO - RECURSO DE CASA-
CIÓN” (Expte. Nº CJS 35.723/12)(Tomo 78: 77/82 – 29/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Robo calificado; consumación; certeza para condenar; motocicleta dejada en 
lugar de acceso público.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 323/326. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de robo calificado, si el tribu-
nal de juicio tuvo por acreditado que sustrajo junto con otro sujeto una motocicleta que su dueño había dejado 
estacionada al lado de una cabaña existente en el interior de un Balneario Municipal, con seguridad, por lo 
que aquéllos necesitaron ejercer violencia sobre el volante y sobre el tambor de la cerradura del ciclomotor 
para lograr la sustracción, en base a una ponderación de las declaraciones consistentes y concordantes de la 
víctima; de una testigo que con los datos de la vestimenta y características físicas de los autores salió en su 



persecución, logrando divisarlos a cuatro cuadras del predio municipal, ya detenidos por personal policial y 
secuestrada la moto, lo que se corroboró con lo declarado por el funcionario policial actuante 

El delito de robo alcanza consumación cuando, ejerciendo violencia, se ha violado la posesión ajena 
de la cosa que se encontraba bajo el señorío de su dueño, sin que se requiera que la ilegítima apropiación se 
prolongue en el tiempo y mucho menos que se genere señorío. En tal inteligencia, la sola posibilidad del acu-
sado de disponer siquiera efímeramente de la “res furtiva” permite considerar a la conducta típica como con-
sumada. (Del voto de los Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar y Catalano) 
 La expresión “vehículo” empleada en el artículo 163, inc. 6° del Código Penal, debe considerarse 
referida a todos aquellos sistemas o artefactos capaces de incrementar la capacidad de locomoción del hom-
bre, sin efectuar distingos entre ellos en función de su aptitud para la autopropulsión; concepto que compren-
de, lógicamente, a las motocicletas.  
 Si los hechos fijados en la sentencia surgen de una valoración correcta del material probatorio, lo 
cual incluye también al empleo de violencia sobre la cosa sustraída, esa circunstancia torna aplicable el artícu-
lo 167, inc. 4º del Código Penal y, en definitiva, avala la calificación legal de robo calificado. (Del voto de los 
Dres. Posadas y Catalano) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C DÍAZ, OSCAR ADOLFO; RAMOS, GREGORIO – RECURSO DE CA-
SACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.909/12)(Tomo 178:  459/468 – 30/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Revocación de la suspensión del juicio a prueba ; incumplimiento de las re-
glas de conducta.  
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 72/76. 
DOCTRINA: Corresponde revocar el beneficio de la suspensión del juicio a prueba si el acusado no observó 
las pautas de conducta ni ejecutó las obligaciones impuestas al concedérsele el beneficio, y pese a habérselo 
citado en reiteradas oportunidades, no se presentó nunca para tratar de acordar una solución que le permitiera 
acatar las órdenes recibidas, demostrando una despreocupación por el proceso que permite deducir su volun-
tad de no cumplir con los deberes asumidos, lo que acredita la frustración de los fines perseguidos por el insti-
tuto. 
        El beneficio de la suspensión del juicio a prueba puede ser dejado sin efecto si con posterioridad se 
conocieren circunstancias que modifiquen el máximo de la pena aplicable; por incumplimiento del resarci-
miento ofrecido al damnificado; por comisión de un nuevo delito o por incumplimiento de las reglas de con-
ducta establecidas.  
TRIBUNAL: Dres.  Vittar, Catalano,  Cornejo, Díaz, Ferraris,  Kauffman y Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: C/C FLORES, HÉCTOR FERNANDO NICOLÁS – RECURSO DE CASA-
CIÓN (Expte. Nº CJS 35.527/12)(Tomo 178:  983/988–16/agosto /2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Robo calificado por lesiones graves en concurso real con abuso sexual gra-
vemente ultrajante; consumación del robo; valoración de la prueba, sana crítica, valor de la declaración de 
la víctima; principio de libertad probatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 680/685 vta. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena del acusado por los delitos de robo calificado por lesiones 
graves en concurso real con abuso sexual gravemente ultrajante, si el tribunal ha ponderado las declaraciones 
testimoniales de la víctima, quien sindica al acusado como su agresor, de su hija, que llegó inmediatamente de 
sucedido el hecho y corroboró el estado de alteración anímica que presentaba la afectada, de los porteros del 
edificio, que conocían al acusado sindicándolo como hermano de su compañero de trabajo, quienes salen en 
su persecución hasta que éste subió a un colectivo y se dio a la fuga, y ello se aúna con los informes médicos 
y psiquiátrico practicados a la víctima y el examen psicofísico del acusado en el que se constatan rasguños en 
la zona del cuello y el tórax, coincidente con los dichos de la víctima, quién refiere haberse defendido de esa 
forma ya que no cuenta con fuerza en las manos por la enfermedad de artriris que padece.  
           El delito de robo se consuma cuando ejerciendo violencia, se ha violado la posesión ajena de la cosa 
que se encontraba bajo el señorío de su dueño, sin que se requiera que la ilegítima apropiación se prolongue 
en el tiempo y mucho menos que genere señorío. En tal inteligencia, la sola posibilidad del acusado de dispo-
ner siquiera efímeramente de la “res furtiva” permite considerar a la conducta típica como consumada. 
 Sólo califican al robo las lesiones graves y las gravísimas, agravando ya el delito las violencias ejer-
cidas para facilitar el robo, la calificante no exige la consumación de la ofensa a la propiedad. 
      En el delito de abuso sexual gravemente ultrajante, lo gravemente ultrajante son los actos sexuales 
que objetivamente tienen una desproporción con el propio tipo básico y que producen en la víctima una humi-
llación más allá de lo que normalmente se verifica con al abuso en sí, con lo cual no se puede tomar en cuenta 
la sensibilidad externa de la víctima, sino el carácter objetivo del acto. 
 Resulta enteramente adecuado a la lógica asignar preeminencia a los dichos de una persona afectada 
por un delito sexual que asume valientemente la carga de exponer públicamente la traumática experiencia 
vivida, sólo con la estricta necesidad de que en relación a ese hecho se haga justicia. Quien pretende que las 
motivaciones de la víctima de un abuso sexual al declarar contra el acusado difieren del propósito de que se 



haga justicia debe demostrarlo, pues las reglas de la experiencia común indican que es aquél motivo el que 
conduce a superar la situación traumática de exposición pública que supone el juicio oral. 
      El control de logicidad inherente a la sana crítica se cumple si el trascendente aporte probatorio de la 
víctima fue tenido por coherente y sincero en el marco de la apreciación directa que brinda el debate. (Del 
voto de los Dres. Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris, Kauffman de Martinelli y Posadas)    
 Cabe considerar debidamente aplicado el método de la sana crítica racional, si la atribución certera 
del hecho se efectúa a partir del análisis del testimonio de la víctima, cuyos dichos fueron pormenorizadamen-
te evaluados, y el tribunal de juicio, basándose en pruebas pertinentes y aptas, congruentes entre sí y produci-
das e incorporadas en la audiencia de debate en presencia del juzgador y de las partes, quienes contaban con 
amplias facultades para cuestionarlas, indagarlas, controlarlas y argumentar sobre ellas, formó su convenci-
miento conforme la sana crítica racional y encontró penalmente responsable al acusado por el hecho de abuso 
sexual gravemente ultrajante. 

En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la sana crítica racional. Ello implica, por un 
lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean 
cuales fueren los que se arrimasen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la 
facultad de valorarlos conforme a las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directivas o tasa-
ción alguna.(Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CAMPOS, SERGIO MARTÍN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 35.197/12)(Tomo 178:  809/828 – 14/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento; garantía de la doble instancia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
991/1014. 
DOCTRINA: Corresponde confirmar el sobreseimiento dispuesto a favor del acusado, si la cuantiosa activi-
dad procesal desarrollada obsta a prolongar la investigación, pues las medidas específicamente dirigidas a 
constatar los mensajes de texto sobre los que insiste el recurrente, no cambiaron las circunstancias y elemen-
tos que motivaron el inicial estado de convicción y en tanto no surgen otras diligencias que resulten pertinen-
tes y útiles para determinar la concurrencia de una conducta penalmente relevante. 

Es válida la resolución que dispone el sobreseimiento, si en la causa se encuentra cumplida la exi-
gencia de la doble instancia en virtud de la específica revisión de la ex Cámara de Acusación; máxime cuando 
el recurso de apelación, por su propia naturaleza procesal, habilitó a dicho tribunal a revisar los hechos, la 
prueba y la viabilidad jurídica de la decisión llevada a su conocimiento. (Del voto de los Dres. Posadas, Cata-
lano, Cornejo y Ferraris) 
               El auto de sobreseimiento es una decisión que cierra definitiva  e irrevocablemente el proceso penal; 
es por ello que su pronunciamiento sólo está autorizado cuando se ha adquirido un estado de convicción asi-
milable a la certeza absoluta, es decir, no existen dudas sobre la responsabilidad penal de los imputados. 

Corresponde revocar el sobreseimiento dictado  a favor del imputado, si en la causa se advierten al-
gunos vicios de la investigación referidos a circunstancias de los hechos que se considera necesario intentar 
develar y, por ende, no se han agotado las posibilidades probatorias, por lo cual resulta prematuro aseverar 
tanto la inexistencia del hecho, como su atipicidad o la falta de participación del denunciado. (Del voto de los 
Dres. Díaz, Kauffman y Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C TORINO DANTUR, MARCELO DAVID – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 35.422/12)(Tomo 178 727/740 – 9/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del Juicio a Prueba. pago mínimo de la multa como condición de 
procedibilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 36/47. 
DOCTRINA: Es condición de procedibilidad del instituto de la suspensión del juicio a prueba el pago mínimo 
de la multa, que debe ser efectuado con anterioridad al momento en el cual el beneficio es concedido o se 
hace efectiva su operatividad. 
           No corresponde eximir al peticionante de la suspensión del juicio a prueba del pago de la multa, si no 
se encuentra debidamente acreditado conforme a las constancias de la causa que es una persona de escasos 
recursos. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Vittar y Catalano) 
               No corresponde eximir al peticionante de la suspensión del juicio a prueba del pago de la multa, si 
en la causa no se encuentra debidamente acreditado que el carezca de medios económicos para hacer frente a 
ese requisito, ya que dicho pago incluso puede ser satisfecho en cuotas, fijándose al efecto el monto y la fecha 
de los pagos dentro del tiempo fijado para la suspensión. (Del voto del Dr. Cornejo) 
              No procede la suspensión del juicio a prueba en los delitos reprimidos con pena de inhabilitación, por 
la prohibición expresamente dispuesta en el art. 76 bis penúltimo párrafo del Código Penal. (Del voto de los 
Dres. Posadas y Díaz) 



 TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C SARAPURA, DAVID FLAVIO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.331/11) (Tomo 178: 
109/120 - 29 /julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del Juicio a Prueba; reparación del daño, razonabilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 15/16 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto la resolución de fs. 9/14.       
DOCTRINA: No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si el imputado no ofrece una repara-
ción que sea suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la supuesta víctima y a sus pro-
pias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos reclamados civilmente a título 
de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para ser estimado como un gesto 
serio y sincero que demuestre la internalización del acusado con la supuesta víctima y con el hecho que, jurí-
dicamente imputado, constituye una tragedia de la vida real. (Del voto de los Dres. Catalano y Ferraris) 
                No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si el imputado no  ofrece una reparación 
del daño que sea cuantificable, clara y seria, de conformidad a las constancias de la causa. (Del voto de los 
Dres. Posadas y Díaz) 
               El criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el art. 76 bis del Código Penal a los delitos 
que tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres años se funda en una exé-
gesis irrazonable de la norma, toda vez que consagra una interpretación extensiva de la punibilidad que niega 
un derecho que la propia ley reconoce, otorgando la debida preeminencia a sus primeros párrafos sobre el 
cuarto, al que deja totalmente inoperante. (Del voto del Dr. Cornejo) 
               Corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba cuando el delito acusado sea homicidio 
culposo, si el imputado reúne todos los requisitos exigidos, voluntariamente ofrece inhabilitarse para conducir 
vehículos por el plazo necesario y, además, consiente que -cumplido dicho plazo- los efectos previstos en el 
cuarto párrafo del art. 76 ter del Código Penal procederán a resultas de la valoración que efectúe en ese mo-
mento el magistrado respecto al cumplimiento de la regla de conducta impuesta, de conformidad al segundo 
párrafo del artículo 20 ter del Código Penal.  (Del voto de los Dres. Kauffman y Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C VILLARREAL, RUBÉN ALBERTO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN 
DEL JUICIO A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.510/12)(Tomo 178: 493/514 – 30/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACION. Suspensión del juicio a prueba; revocación del beneficio. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 186/ 188 y, en su méri-
to, revocar la resolución de fs. 185 y vta. 
DOCTRINA: El beneficio de la suspensión del juicio a prueba puede ser dejado sin efecto si con posteriori-
dad se conocieren circunstancias que modifiquen el máximo de la pena aplicable, por incumplimiento del 
resarcimiento ofrecido al damnificado, por comisión de un nuevo delito o por incumplimiento de las reglas de 
conducta establecidas. 
           No corresponde revocar el beneficio de la suspensión del juicio a prueba si no, toda vez que no se le 
otorgó al imputado o a su defensa la intervención que hubiera correspondido en forma previa a la revocación 
del beneficio ni se encuentra debidamente acreditado el incumplimiento reiterado e injustificado de las reglas 
de conducta impuestas y las justificaciones que se expresan en el recurso de casación no pueden ser desaten-
didas. (Del voto de los Dres. Vittar, Díaz, Kauffman y Posadas) 
              El simple incumplimiento de las reglas de conducta impuestas no es suficiente para la revocación del 
beneficio de la suspensión del juicio a prueba, sino que debe darse una situación de obstinación, demostrativa 
de la resistencia al sometimiento a control y vigilancia con la finalidad de lograr la reeducación en libertad del 
imputado. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo y Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C MONTILLA, DAVID – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.949/12)(Tomo 178: 215/224 – 29/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del Juicio a Prueba; revocación del beneficio.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 52/53 vta.  
DOCTRINA: El simple incumplimiento de las reglas de conducta impuestas no es suficiente para la revoca-
ción del beneficio de la suspensión del juicio a prueba, sino que debe darse una situación de obstinación, 
demostrativa de la resistencia al sometimiento a control y vigilancia con la finalidad de lograr la reeducación 
en libertad del imputado. 
          La obligación de fijar residencia se justifica pues, de lo contrario, el tribunal de ejecución se vería 
imposibilitado de ejercer sus poderes de control y seguimiento del condenado, durante el período de prueba.   
(Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano y Cornejo) 



               La revocación de un beneficio ya acordado, dispuesta ulteriormente por el propio órgano judicial 
concedente en virtud del incumplimiento de reglas de conducta fijadas condicionalmente para la vigencia 
práctica del instituto, es una situación que corresponde a una etapa procesal distinta y posterior que se rige por 
parámetros objetivos de valoración procesal también diferentes y que escapa al supuesto concretamente cap-
tado por la ley procesal como hipótesis impugnable por vía de casación. 
          Los efectos de la resolución revocatoria impugnada impiden equipararla a alguno de los supuestos 
contemplados en el art. 467 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), pues es prin-
cipio general que las resoluciones que obligan a continuar sometido a proceso no resultan equiparables a sen-
tencia definitiva. (Del voto del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C POTTINGER, DIEGO   ALBERTO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN 
DEL JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 35.255/12) (To-
mo 178: 531/540 - 31/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, revocación del beneficio. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 227/230.  
DOCTRINA: Es plenamente válida la resolución que revoca la suspensión del juicio a prueba, si el imputado 
no observó las pautas de conducta ni ejecutó las obligaciones impuestas al concedérsele el beneficio y 
además, debió ser conducido por la fuerza pública a los fines de asegurar su comparencia cuando se le otorgó 
la posibilidad cierta de brindar su versión acerca del aparente incumplimiento de algunas de las normas im-
puestas; de modo tal que las justificaciones que se ensayan en el recurso de casación no pueden disimular el 
incumplimiento del interesado, quien aceptó inicialmente y después no cumplió. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C MAGNE BOBARIN, JUAN CARLOS – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 35.091/11)(Tomo 178: 39/48 – 29/julio/2013) 
 
RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD. Suspensión de juicio a prueba; funciona-
rio público; escribano. Planteo de inconstitucionalidad del artículo 76, última parte del Código Penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación e inconstitucionalidad inter-
puestos a fs. 40/44 vta. 
DOCTRINA: Corresponde denegar el pedido de suspensión de juicio a prueba si una de las imputadas se 
encuentra acusada en calidad de partícipe del delito de desbaratamiento de derechos acordados en la cual 
también está acusada otra coimputada quien actuara con motivo del ejercicio de su función de notaria, pues la 
prohibición funcional no se limita al agente que detenta la función sino que extiende sus efectos impeditivos 
alcanzando a todos los que participen en el hecho delictivo, sea a título de autor, cómplice o instigador. 
           Los escribanos son funcionarios públicos, pues la facultad que se les atribuye de dar fe a los actos 
que celebren conforme a las leyes constituye una concesión del Estado acordada por esa calidad de funciona-
rio o de oficial público que corresponde a los notarios con registro. 
        Debe rechazarse el planteo de inconstitucionalidad del artículo 76, última parte del Código Penal que 
se funda en que lo decidido por aplicación de la norma legal resultaría violatorio de los artículos 16 y 18 de la 
Constitución Nacional por constituir una disposición propia del derecho penal de autor y un trato discrimina-
torio, si en el caso no se evidencia que la interpretación de los alcances de la norma y la consecuente aplica-
ción que efectuara el tribunal haya infringido alguna norma constitucional o provocado de manera arbitraria la 
mengua de algún derecho de raigambre constitucional de la acusada. 
         La declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada 
de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, e importa un acto de suma gravedad 
que debe ser considerado como la última “ratio” del orden jurídico; requiere inexcusablemente la demostra-
ción del agravio en el caso concreto y sólo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salvaguardar 
algún derecho o garantía amparados por la Constitución Nacional. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA EN LA CAUSA Nº 17.255/11 
“C/C SALTO, ISIDORA; GUTIÉRREZ CONDE, RICARDO; ROJAS, SILVIA LUCRE-
CIA2 - RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº CJS 
35.832/12)(Tomo 178: 1057/1062 – 20/agosto/2013) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Cuestiones de derecho común. Doctrina de la arbitrarie-
dad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 90/104. 
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal si su resolución implica abordar el examen de 
cuestiones de derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas a la vía excepcional prevista en el art. 
14 de la Ley 48, a menos que concurra una hipótesis de arbitrariedad. 



           La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto abrir una instancia ordinaria para debatir temas 
ajenos a la competencia específica de la Corte, cuando -como en el caso- no se demuestra que el pronuncia-
miento impugnado contenga, en esos aspectos, violación a normas constitucionales o graves defectos de fun-
damentación y razonamiento que lo hagan inválido como acto jurisdiccional  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: C/C 
MORALES, HUMBERTO GABRIEL – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A 
PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.982/11)  (Tomo 178: 33/38 – 
29/julio/2013) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Cuestiones de hecho y de derecho común resueltas en casa-
ción; prescripción de la acción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 383/396 vta.  
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal, si el planteo del recurrente refiere a que el 
pedido de prescripción formulado por el querellado suspendió el curso de la prescripción hasta que éste fuera 
resuelto, lo que se presenta como una disidencia relativa a cuestiones de hecho y de derecho común que, si 
bien puede, como lo hizo, integrar la materia de la casación, no alcanza para dar sustento a la vía excepcional 
intentada sino en supuestos extremos de arbitrariedad. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli   CAU-
SA: “QUERELLA POR INJURIAS CONTRA GEREZ, ALFREDO RAMÓN PRESEN-
TADA POR WASHINGTON ÁLVAREZ Y GUADALUPE VALDÉS ORTIZ – RECUR-
SO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.496/ 10)(Tomo 178: 671/678 - 07/agosto/2013) 
 
RECURSO  EXTRAORDINARIO FEDERAL. Cuestiones de derecho común; doctrina de la arbitrarie-
dad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 523/531 vta.  
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal si se funda en agravios que constituyen 
una reedición de los ya expuestos en oportunidad de articular el recurso de casación, los cuales remiten al 
análisis de cuestiones de derecho común, cuyo conocimiento y decisión constituye materia reservada a los 
jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso previsto en el art. 14 de la Ley 48. 
           El recurso extraordinario, en cuanto vía impugnativa especial, está dirigido a un objetivo concreto y 
restringido: reparar agravios constitucionales; por eso, la existencia de una cuestión federal o constitucional 
resulta la base misma del recurso 
           La tacha de arbitrariedad no es apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los 
argumentos de derecho común en los cuales los jueces apoyan sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción 
excluyente. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C VIDAURRE, SANDRO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.072/11)(Tomo 178: 231/238 – 29/julio/2013) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Cuestiones procesales. Costas. Doctrina de la arbitrarie-
dad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 572/577 vta. 
 DOCTRINA: No procede el recurso extraordinario federal, si los argumentos del impugnante sólo ponen de 
manifiesto su sola divergencia con cuestiones de derecho procesal, aspectos cuyo conocimiento y decisión 
constituye materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso del art. 
14 de la ley 48. 
           La imposición de las costas en la instancia ordinaria es una cuestión de fáctica procesal, propia de los 
jueces de la causa, y ajena al remedio federal. 

La doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional y no resulta apta para corregir fallos equi-
vocados, o que el recurrente estime tales según su criterio, sino que atiende sólo a supuestos de gravedad 
extrema en los que se verifique un apartamiento palmario de la solución prevista en la ley o una absoluta 
carencia de fundamentación. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Díaz, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: QUERELLA 
POR CALUMNIAS E INJURIAS Y ACCIÓN CIVIL CONTRA CASTRO, MILAGRO 
DEL VALLE PRESENTADA POR MAZZONE, FERNANDO CÉSAR (Expte. Nº CJS 
31.897/08)(Tomo 178: 1089/1096– 22/agosto /2013) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Resoluciones que declaran la improcedencia de los recur-
sos planteados por ante los tribunales locales. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTION RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 40/47. 



DOCTRINA: Las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos planteados por ante los tribuna-
les locales no justifican en principio el otorgamiento de la apelación extraordinaria, en virtud del carácter 
fáctico y procesal de las cuestiones que suscitan.  
      La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto abrir una instancia ordinaria para debatir temas 
ajenos a la competencia especifica de la Corte, cuando -como en el caso- no se demuestra que el pronuncia-
miento impugnado contenga, en esos aspectos, violación a normas constitucionales o graves defectos de fun-
damentación y razonamiento que lo hagan inválido como acto jurisdiccional. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C MORCILLO, CRISTIAN JESÚS; SUÁREZ, RODOLFO BENJAMÍN – 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO E INCONSTITUCIONALIDAD 
- VARIOS” (Expte. Nº CJS 36.189/ 13) (Tomo 178:  27/32 – 29/julio/2013) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
    
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


